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CATARINA DE ALBUQUERQUE.
RELATORA ESPECIAL SOBRE EL DERECHO HUMANO AL AGUA POTABLE Y AL SANEAMIENTO.
UNOG-OHCHR.
Informe sobre el derecho humano al agua en México.

Elaborado por el Centro Mexicano de Derecho Ambiental A.C.
Este documento tiene como  propósito contribuir al próximo informe sobre violaciones comunes de los derechos humanos al agua y al saneamiento que la Relatora Especial, Catarina de Albuquerque, presentará al Consejo de Derechos Humanos.  Para ello,  a lo largo del documento se da respuesta a las siguientes preguntas: 
1. ¿Ha identificado violaciones de derechos humanos al agua y/o saneamiento? 
2. ¿Qué entiende por causas estructurales y factores determinantes básicos de las violaciones de derechos humanos que haya identificado? ¿Cómo se relacionan con las relaciones de poder entre los distintos grupos y sectores de la sociedad?
3.  ¿Ha identificado determinados grupos y personas cuyos derechos han sido violados de manera desproporcionada? ¿Qué individuos y grupos?
4. ¿Qué actividades lleva a cabo para supervisar la realización de los derechos humanos al agua y/o al saneamiento y presuntas violaciones?
5. ¿Ha presentado algún caso sobre los derechos humanos al agua y al saneamiento a los tribunales?
6. ¿Ha participado o tomado parte en procedimientos ante otros mecanismos de rendición de cuentas? 
7. ¿Ha tratado de abordar la falta de diseño de políticas o la implementación de políticas, la falta de medidas, la no adopción de medidas específicas, la falta de asignación presupuestaria suficiente o situaciones faltas? ¿Cómo ha enmarcado estas faltas como violaciones de derechos humanos? ¿En qué normas de revisión se ha basado? 

8. ¿Ha tratado de abordar y buscar soluciones para prácticas discriminatorias? ¿Ha tratado de abordar las desigualdades estructurales para la realización de los derechos humanos al agua y/o saneamiento? 
1. Contexto de la situación hídrica.

En México la población total (2010) es de 112 millones 336 mil 538 habitantes, de este total 86.66 millones viven en zonas urbanas y 26.08 en zonas rurales, cada año se reciben 1,489 mies de millones de metros cúbicos de agua en forma de precipitación, de esta el 73% se evapora, el 22.1% escurre en río y arroyos y el 4.8% se infiltra al subsuelo. Anualmente se dispone de 460 mil millones de metros cúbicos de agua dulce renovable
.

Disponibilidad. El 77% del agua dulce disponible en México se utiliza en la agricultura; 14%, en el abastecimiento público; 5%, en las termoeléctricas y 4%, en la industria. Respecto de aguas subterráneas, existen 653 cuerpos de agua, de los cuales 101 están sobreexplotados, de tal manera que esta reserva de agua disminuye 6 km3por año
. Existen más de 4 mil 462 presas, 667 de ellas están consideradas como grandes, por su capacidad de almacenamiento. La principal función de las presas es la generación de energía; en menor medida se utilizan para actividades agrícolas, sobre todo en el norte de la República.
Las zonas centro y norte de México son, en su mayor parte, áridas o semiáridas: los estados norteños, por ejemplo, apenas reciben 25% de agua de lluvia. En el caso de las entidades del sureste (Chiapas, Oaxaca, Campeche, Quintana Roo, Yucatán, Veracruz de Ignacio de la Llave y Tabasco) es lo contrario, éstas reciben casi la mitad del agua de lluvia (49.6%) y en las del sur, también llueve mucho, no obstante, sus habitantes tienen menor acceso al vital líquido, pues no cuentan con los servicios básicos, como es agua entubada dentro de la vivienda. En el Valle de México se encuentra la disponibilidad anual más baja de agua (apenas 186 m3/hab).
Al 2010, el porcentaje de viviendas con disponibilidad de agua fue de casi 89% esto significa más de 74 millones de personas, el resto se abastecían de agua entubada fuera de la vivienda pero dentro del terreno que habitan, de pozos, ríos o arroyos, de la llave pública, o de otra vivienda. A partir de la década de los setenta, ha aumentado el número de acuíferos sobreexplotados. En el año 1975 había 32, en 1985 eran 100 los acuíferos sobre explotados y en 2009 eran 100. Además, de los acuíferos sobre explotados se extrae el 53.6% de aguas subterráneas para todos los usos
.
Calidad. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones de calidad del agua para los tres indicadores de la misma (DBO5
, DQO
 y SST
) aplicadas a los sitios de monitoreo en el año 2009, se determinó que 21 cuencas están clasificadas como fuertemente contaminadas en algún indicador, en dos de ellos o en todos.
Infraestructura. Según datos de la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) en México hay 4,462 presas y bordos de almacenamiento, 6.50 millones de hectáreas con riego, 2.9 millones de hectáreas con temporal tecnificado, 631 plantas potabilizadoras en operación, 2,029 plantas de tratamiento de aguas residuales municipales en operación, 2,186 plantas de tratamiento de aguas residuales industriales en operación, y 3,000 km de acueductos
.
Tratamiento. Las descargas de aguas residuales se clasifican en municipales e industriales. Las primeras corresponden a las que son manejadas en los sistemas de alcantarillado municipales urbanos y rurales, en tanto que las segundas son aquellas descargadas directamente a los cuerpos receptores de propiedad nacional. Así, en 2009 se generaron 7.49k3/año de aguas residuales urbanas, (2.78km3/año de aguas tratadas) y 6.01k3/año de aguas residuales municipales incluyendo a la industria (1.16km3/años de aguas tratadas). Además, en 2009 había 2,029 plantas en operación en el país trataron 88.1 m³/s, es decir el 42% de los 209.1 m³/s recolectados en los sistemas de alcantarillado
.
De lo anterior se desprende que si bien existe un alto porcentaje al acceso de agua potable, de acuerdo a cifras oficiales,  la calidad de los cuerpos hídricos no cumple con los estándares para el consumo humano y el porcentaje de agua que se trata tampoco corresponde al total del porcentaje para consumo doméstico. 

Además de ello, y de acuerdo al  documento elaborado por el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC) “Los conflictos por agua en México”
,   en México existe una gran cantidad de conflictos por agua, donde se controvierte el uso del recurso hídrico,  la infraestructura, los precios, el rescate de acuíferos, entre otros, y que se presentan prácticamente en todo el país
. Lo anterior pone en riesgo el cumplimiento efectivo del derecho humano al agua, toda vez que no existen condiciones en el país que permitan dotar de agua en cantidad y calidad suficiente a los habitantes de México de manera segura y continua. Algunos de los conflictos, aunque abordan problemáticas sobre la instalación de ciertos proyectos o actividades en una región, tienen de fondo una preocupación ambiental referente al agua y al acceso que las comunidades tienen a ésta A continuación se enlistan algunos ejemplos de conflictos existentes en México:
· Conflictos generados por la instalación de 112 proyectos hidroeléctricos
 en diversas comunidades del Estado de Veracruz (Zongolica, Atexcaco, Amatlán, Jalacingo, Tlapacoyán y Jalcomulco). Es importante destacar que estos movimientos de resistencia elaboraron importantes documentos sobre su visión en esta la disputa, destacando el “Resolutivo del Foro Regional Golfo Centro Norte en Defensa de los Ríos, Bosques y Territorio”
 del 24 de junio de 2013 y la “Declaración de Amatlán de los Reyes”
, correspondiente al X Encuentro Nacional del Movimiento Mexicano de Afectados por las Presas y en Defensa de los Ríos (MAPDER), del 4 de agosto de 2013.

· Casos de construcción de hidroeléctricas
 y minería
 que hacen uso de grandes cantidades de agua y ponen en riesgo este recurso y en general el medio ambiente y que ha generado el rechazo en los municipios de Tetela de Ocampo, Olintla, Ixtacamaxtitlan y Zautla en el Estado de Puebla, asi como por parte del pueblo indígena Wixarika en la zona de Real de Catorce, Estado de San Luis Potosí.

· Conflicto por el uso de las aguas del Río Yaqui en Sonora, el cual pretende trasvasar 60 millones de metros cúbicos mediante un acueducto de 40 km de longitud (explicado más adelante)
.
· Construcción de la presa El Zapotillo, el cual inundará tres comunidades y generará grandes impactos ambientales
.
· Conflicto por el uso de las aguas del Río Texcaltengo o Río Grande entre la comunidad de Tlanixco y los floricultores de la comunidad de Villa Guerrero en el Estado de México
.
· Proyecto hidroeléctrico Las Cruces, en comunidades indígenas Coras de Nayarit
.
2. Marco legal y políticas públicas. 

Marco Legal. 

a). La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano
 (CPEUM) en su artículo 4 reconoce este derecho, señalando que “Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible”, esta disposición en conjunto con el artículo 1 de la misma constitución, que reconoce la obligatoriedad de los tratados internacionales firmados y ratificados por México, son el marco normativo en cuanto al derecho humano al agua. A la fecha, más de dos años después de la reforma constitucional, el Congreso mexicano ha omitido su obligación de adoptar una legislación sobre el derecho humano al agua.
b). La Ley de Aguas Nacionales
 tiene por objeto  regular la explotación, uso o aprovechamiento de las aguas nacionales, su distribución y control, así como la preservación de su cantidad y calidad para un desarrollo sustentable
. Es importante mencionar que esta ley es reglamentaria del artículo 27 que aborda el régimen de propiedad de las aguas, y no del 4 constitucional que reconoce el derecho humano al agua.

En dicha ley se declara de utilidad pública la gestión integrada de los recursos hídricos; la protección, mejoramiento, conservación y restauración de las cuencas hidrológicas, acuíferos y demás depósitos de agua; la instalación de dispositivos para la medición de la calidad y cantidad de aguas; el restablecimiento del equilibrio hidrológico y de los ecosistemas vinculados al agua; el mejoramiento de la calidad de las aguas residuales y la prevención y control de su contaminación; la prevención y atención de los efectos de fenómenos meteorológicos extraordinarios; el aprovechamiento de aguas nacionales para generar energía eléctrica para servicio público; entre otros. Pero por otra parte existe un sobre otorgamiento de concesiones y asignaciones de aguas, prácticas de nula preservación del agua y el ambiente, aumento de aguas contaminadas en ríos, poca supervisión de descargas de aguas residuales, y en general no se atienden las necesidades de agua a las comunidades rurales, indígenas y zonas conurbadas de las ciudades.

El Título Sexto
 de la Ley de Aguas Nacionales reconoce los siguientes usos del agua que se pueden realizar: uso público urbano, uso agrícola, uso en generación de energía eléctrica, uso en otras actividades productivas (industriales, de acuacultura, turismo y otras). Prevé, además, medidas de inspección y vigilancias a los concesionarios, obras hidráulicas, cumplimiento de Normas Oficiales Mexicanas (las cuales no están actualizadas), de obras de descargas de aguas residuales; asimismo contiene diversas sanciones repartidas entre la Comisión Nacional del Agua y la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente
. Entre las sanciones que prevé la ley están la suspensión, la extinción (por nulidad declarada), la revocación, así como la imposición de servidumbres sobre bienes. 

Como un elemento importante, las zonas de veda, son áreas específicas de las regiones hidrológicas, cuencas o acuíferos, en las que no se autorizan aprovechamientos de agua adicionales a los establecidos legalmente y son controlados mediante reglamentos específicos, en virtud del deterioro de agua en cantidad y calidad, por la afectación a la sustentabilidad hidrológica, o por el daño a cuerpos de agua superficiales o subterráneos
.

c). La Ley General del Equilibrio Ecológico y  Protección al Ambiente (LGEEPA)
, tiene por objeto propiciar el desarrollo sustentable y establecer las bases para, entre otras cosas, para el aprovechamiento sustentable, la preservación y la restauración del agua y los demás recursos naturales, de manera que sean compatibles la obtención de beneficios económicos y las actividades de la sociedad con la preservación de los ecosistemas; para la prevención y el control de la contaminación del aire, agua y suelo. Además prevé un mecanismo de consulta pública en casos de obras o actividades que pueda generar daños al ambiente.

Esta ley contiene un capítulo titulado “Aprovechamiento sustentable del agua y los ecosistemas acuáticos”
 en el que se prevén los criterios para el aprovechamiento sustentable del agua y los ecosistemas acuáticos, los cuales serán: la obligación de Estado y sociedad de proteger los ecosistemas acuáticos, su aprovechamiento sustentable debe realizarse sin afectar el equilibrio ecológico, para el mantenimiento de la integridad y equilibrio de los ecosistemas se debe proteger los suelo, áreas boscosas y selváticas, y el mantenimiento de caudales básicos de las corrientes de agua, capacidad de recarga de los acuíferos; y la responsabilidad de los usuarios y quienes realicen obras que afecten dichos recursos. Estos criterios deben prevalecer en toda actividad y política pública del agua.
d). Ley General de Salud (LGS).
 Contiene normas sobre el derecho humano al agua. Las autoridades sanitarias, educativas y laborales deben fomentar acciones destinadas al acceso al agua potable y servicios sanitarios. Por otra parte, la Secretaría de Salud debe emitir normas técnicas a las que deberá sujetarse el tratamiento de agua para uso y consumo humano,
 establecer criterios sanitarios para la fijación de las condiciones particulares de descarga, el tratamiento y uso de aguas residuales o en su caso, para la elaboración de normas oficiales mexicanas  ecológicas en la materia; corresponde igualmente vigilar y certificar la calidad del agua para consumo humano
, además dispone que no se podrá suprimir la dotación de servicios de agua potable y avenamiento de los edificios habitados; le ley prohíbe la descarga de aguas residuales sin tratamiento, así como de residuos peligrosos que conlleven riesgos para la salud pública, a cuerpos de agua que se destinan para uso o consumo humano; finalmente contempla el tipo penal siguiente: a quien por cualquier medio contamine un cuerpo de agua, superficial o subterráneo, cuyas aguas se destinen para uso o consumo humanos, con riesgo para la salud de las personas, se le impondrá una pena de 1 a 8 años de prisión y multa equivalente a 2 mil días de salario mínimo
.

e). Ley Federal de Responsabilidad Ambiental (LFRA)
. En relación con la Ley General de Víctimas, que reconoce a las víctimas por daños al ambiente, establece que la reparación debe ser integral y comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica.
 Asimismo, la LFRA prevé un mecanismo judicial de demanda por responsabilidad ambiental llevado por jueces federales especializados en materia ambiental
, donde define daño al ambiente como la pérdida, cambio, deterioro, menoscabo, afectación o modificación adversos y mensurables de los hábitat, de los ecosistemas, de los elementos y recursos naturales, de sus condiciones químicas, físicas o biológicas, de las relaciones de interacción que se dan entre éstos, así como de los servicios ambientales que proporcionan. Asimismo indica que la reparación de los daños ocasionados al ambiente consistirá en restituir a su Estado Base los hábitat, los ecosistemas, los elementos y recursos naturales, sus condiciones químicas, físicas o biológicas y las relaciones de interacción que se dan entre estos, así como los servicios ambientales que proporcionan, mediante la restauración, restablecimiento, tratamiento, recuperación o remediación. Finalmente, estos mecanismos son de creación nueva y aún no se implementan en su totalidad, principalmente lo referente a jueces especializados en materia ambiental, y más aún, no se conocen sentencias o resoluciones que aborden el tema del agua. 

A dos años de la reforma constitucional
 existen pocos avances legislativos en cuanto a la protección del derecho humano al agua toda vez que no se ha promulgado la ley que habría de regular el cumplimento del derecho y el marco legal vigente si bien contiene algunas consideraciones que hacen referencia a cuestiones de calidad y cantidad,  prevalece lo falta de aplicación efectiva de la ley. 

 Así por ejemplo, existen  múltiples casos de contaminación, discriminación sobre el acceso al agua, apropiación indebida, lo cual ha generado conflictos socio ambientales de gran escala. Hay una carencia legislativa y de adopción de políticas públicas conforme a los estándares internacionales para garantizar un efectivo acceso, vulnerando en particular los derechos humanos de los pueblos indígenas y comunidades campesinas, así como de la población que vive en las periferias de las ciudades o zonas conurbadas donde se asientan corredores industriales. 
Los problemas que más afectan este derecho son la escasez del agua, la inexistencia de infraestructura por lo que se refiere a la conexión al sistema de distribución de agua en los municipios, así como el estado  grave de contaminación en que se encuentran la mayoría de los cuerpos de agua, lo anterior a causa de aguas negras y descargas industriales que afectan directamente los ríos, donde los pueblos indígenas y las comunidades campesinas tienen que autoabastecerse de agua para cubrir sus necesidades básicas y así poder subsistir.
Políticas públicas. 
· Si bien el reconocimiento y la implementación del derecho humano al agua forman parte de los instrumentos de planeación (Plan Nacional de Desarrollo, Programa Sectorial Hídrico, Pacto por México), existen pocas acciones operativas al respecto que facilite la prestación del servicio público a cargo de los municipios.

· La implementación de presas y represas como política prioritaria para la creación de energía eléctrica ha vulnerado los derechos fundamentales de pueblos y comunidades que habitan en esas zonas, ya que se generan impactos ambientales, desplazamiento de comunidades.

· El sobre otorgamiento de concesiones y asignaciones por parte de la Comisión Nacional del Agua y de las comisiones estatales, ha generado una sobre explotación de las cuencas, generando grandes impactos ambientales, culturales y laborales en las poblaciones aledañas,
 además de que existe discriminación al otorgar las concesiones, dando preferencia a usuarios con mayor capacidad económica.

· Un elemento importante es el acceso a la información disponible por el gobierno. La información en general no está disponible ni es accesible (principalmente en comunidades campesinas e indígenas), además el mecanismo de acceso a la información pública en muchas veces es negada bajo el argumento de que se trata de información reservada. En estos casos se vulnera el acceso a la información ambiental para quienes tienen un interés legítimo para disponer de la información pública, lo cual es una violación recurrente.

· Respecto de la disponibilidad de la información existen diferencias muy marcadas para los diferentes usuarios; por una parte el gobierno y las empresas tienen formas de acceder a la información y de implementar acciones para adquirir una concesión, pero por parte de la sociedad en general y principalmente los usuarios en zonas rurales e indígenas desconocen las políticas públicas, formas y recursos para defender sus aguas.   

· Las acciones de vigilancia e inspección que se realizan son escasas y presentan practicas que no evitan que las aguas superficiales usadas para  consumo diario por la población estén contaminadas: 

· Las autoridades no realizan verdaderas inspecciones, ya que en muchos casos avisan con antelación a la empresa o usuario de aguas de la realización de una inspección.
· Solamente en el caso que durante la visita de inspección se encuentren violaciones al marco legal se instaura un procedimiento administrativo, lo cual, después de diversas actuaciones en las cuales se permite al responsable de la violación reparar económicamente la violación para poder concluir el procedimiento, si se encuentra culpable al usuario o empresa, la autoridad generalmente impone un multa económica, y casi nunca suspende o cancela una concesión. En estos casos una multa no genera, al usuario o empresa, una grave afectación y le es más cómodo pagar una multa que tratar sus aguas residuales.

Asimismo, existe un contexto nacional donde las políticas públicas propician la promoción e inversión para la implementación de grandes proyectos de desarrollo como minas, hidroeléctricas, represas, trasvases de aguas de una cuenca a otra, y está pendiente la extracción de gas de lutitas (Fracking) que de implementarse, implicaría la contaminación de los mantos acuíferos. Todo esto pone en grave riesgo otros derechos como el derecho la salud, además de la subsistencia de las familias en zonas rurales e indígenas, ya que el uso prioritario es para actividades industriales. 

3. Caso Yaqui (Violación al derecho humano al agua por violación a los derechos de proceso).

Ante la violación del derecho humano al agua  existen diversos mecanismos jurídicos para accionar la tutela de este derecho, entre ellos se encuentra el juicio de amparo, la demanda por responsabilidad ambiental para reparar daños, el juicio de nulidad, o la denuncia de delitos ambientales donde una acción, por ejemplo, de despojo, pudiera recaer en un delito (aunque en la práctica existen pocos casos por delitos, los que además no son investigados ni sancionados adecuadamente). En general, hay pocas sentencias emitidas por los órganos de administración de justicia que aborden el derecho al agua, un ejemplo es el Amparo en Revisión 631/2012 resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), resuelto a favor de la Tribu Yaqui y que les reconoce su derecho a la consulta indígena en materia de Evaluación de Impacto Ambiental de un Acueducto que afectará los volúmenes de uso y a disposición de las aguas del Río Yaqui que pasa junto a sus comunidades, y imprescindible para asegurar el derecho humano al agua de los 45000 integrantes de la Tribu. 

Actualmente la sentencia de la SCJN se encuentra en estado de inejecución debido a que no han suspendido la operación del Acueducto durante la realización de la consulta indígena, afectando diariamente el derecho humano al agua de la Tribu Yaqui.

El caso de la Tribu Yaqui es paradigmático ya que  representa el modelo de la implementación de políticas públicas sin considerar las afectaciones a las comunidades Yaquis y al medio ambiente. A finales del año 2010 la gente de las comunidades se enteró de la existencia de un proyecto que, para aquel momento, consistía en construir un gran acueducto de 41 km de longitud, el cual pretendía trasvasar aproximadamente 60 millones de metros cúbicos del agua del Río Yaqui a la ciudad de Hermosillo en Sonora, México. Este proyecto, impulsado por el Gobierno de Sonora, se hizo sin que se respetaran los derechos de la tribu yaqui al agua
, sin que se evaluaran los impactos ambientales de un trasvase de agua, sin informar a los afectados, sin consulta previa ni autorización de los usuarios de las aguas del río Yaqui. Además, el “Acueducto Independencia” se construyó en violación a diversas suspensiones judiciales. En el año 2011 la Tribu Yaqui decidió ampararse (Amparo Indirecto 461/2011), resolviéndose en primera instancia a favor de la tribu en el año 2012; posteriormente en amparo en revisión (Amparo en Revisión 631/2012), en 2013 por la Primera Sala de la SCJN donde se concede el amparo y protección de la justicia a la Tribu Yaqui. La Corte reconoció los derechos de uso y propiedad de la Tribu Yaqui, además, dejó insubsistente la manifestación de impacto ambiental (requisito necesario en toda obra o actividad) y ordenó realizar la consulta a la tribu, en el entendido de que si en cualquier momento de la consulta se evidencia una afectación a los derechos fundamentales de la tribu a causa de la operación del acueducto, aunque ésta no haya terminado, debe suspenderse. Asimismo, en el mismo sentido, la SCJN reconoce las facultades de inspección y vigilancia de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente. Actualmente, en 2014, la consulta no se ha realizado y la operación del acueducto continúa trasvasando cantidades inciertas de aguas del Río Yaqui, afectando a la Tribu Yaqui y a miles de usuarios de la cuenca, además de que se han identificado daños ambientales, culturales, laborales y económicos.

4. Acciones que ha hecho el CEMDA.
En su trayectoria, el Centro Mexicano de Derecho Ambiental (CEMDA)  ha colaborado, de manera individual y conjuntamente, en el mejoramiento de leyes estatales y federales, en materia de agua; así como en la realización de materiales de difusión sobre el derecho humano al agua; y jurídicamente se han llevado casos de defensa del derecho humano al agua, como el caso de la Tribu Yaqui en el Estado de Sonora, México.
a. Defensa de casos.
El CEMDA  desde el año 2011 lleva la defensa de la Tribu Yaqui de Sonora, en México. En este caso el Estado Mexicano pretende trasvasar de la cuenca del Río Yaqui a la Ciudad de Hermosillo, Sonora 60 millones de metros cúbicos anuales de agua. Este proyecto se ha realizado sin realizar una evaluación real y seria de los impactos ambientales generados en las comunidades usuarias de las aguas del Río Yaqui, quienes se ven gravemente afectados en sus derechos de uso y disposición de agua, además de que la falta de agua en la cuenca genera grandes impactos a sus tierras de cultivo, las cuales son usadas para la agricultura; así como en el acceso al agua para consumo humano, la cultura ya que el Río es un elemento esencial en la cosmovisión de la Tribu Yaqui, entre otros daños. En conjunto, todos estos daños pueden impactar el desplazamiento o desaparición de esta comunidad indígena, generándose con ello un riesgo a la integridad y vida de las personas, principalmente de los niños y niñas, así como de la gente adulta, quienes resienten más la falta de agua.
En el proceso de defensa jurídica (Amparo en Revisión 631/2012) se ha obtenido una sentencia del máximo órgano jurisdiccional de México, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a favor de la Tribu Yaqui; sin embargo el Estado Mexicano no ha cumplido con la ejecutoria y se sigue trasvasando agua del río Yaqui.

También realiza acciones enfocadas en la defensa del río Atoyac en el Estado de Puebla y Tlaxcala, donde a lo largo de la cuenca del río existen 5 corredores industriales que descargan sus aguas residuales en la mayoría de los casos sin tratamiento adecuado; presentándose casos de enfermedades degenerativas en niños y adultos. También se ha descubierto que el órgano público de vigilancia e inspección de las descargas de aguas y de residuos realiza pocas visitas de inspección, y cuando las hace y encuentra incumplimiento de las normas instaura un procedimiento administrativo para imponer tan sólo una sanción económica, que en muchas ocasiones no representa una medida efectiva para disminuir la contaminación en los ríos ni una verdadera sanción.   
b. Acompañamiento del proceso de creación de leyes federales y estatales.

Actualmente, el CEMDA participa en los grupos de trabajo en el Poder Legislativo para crear la ley que instrumente el derecho humano al agua. De manera paralela,   se lleva un proyecto local de capacitación a funcionarios municipales en el Estado de Veracruz para la implementación del derecho humano al agua desde la gestión loca. 

c. Indicadores del derecho humano al agua. 
En el año 2012 el CEMDA participó en la elaboración del documento titulado “Indicadores sobre el derecho al agua en México, Vol. 1” el cual fue editado conjuntamente con la Oficina en México del alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.
5. Conclusiones.

En México existe una gran cantidad de proyectos y empresas que vienen a generar múltiples impactos de carácter social, cultural y ambiental que no son atendidos por el Estado Mexicano. Existen múltiples empresas y proyectos de desarrollo que genera un impacto en el recurso agua, el cual no está siendo garantizado a las comunidades  por el Gobierno Mexicano. Sobre el uso y destino del agua, existen políticas y criterios que dan prioridad a los proyectos de desarrollo (uso industrial) , dejando a pequeñas comunidades, campesinos y familias sin el goce de este recurso.
Los impactos ocasionados a las familias y comunidades por la falta de agua, generan un cambio en los modos de vida, quienes se ven obligadas a pagar por el agua, recorrer largas distancias para acceder a ella, consumir alimentos sin la higiene debida, e incluso cambiar su residencia.  Por lo que el Gobierno Mexicano no está cumpliendo con su obligación de respetar, proteger y garantizar el derecho al agua y a su saneamiento.

Las políticas públicas del Estado Mexicano en materia de administración del agua no cuentan con un enfoque de derechos humanos, la legislación secundaria no está armonizada de acuerdo al artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ni a los tratados internacionales de los que México es parte, generando conflictos por el uso y disposición en muchas regiones del país, asimismo existe disminución en la disponibilidad y un incremento de contaminación en mantos acuíferos, ríos, lagos, debido a la inaplicación de la ley y de la normas técnicas que regulan límites permisibles en descargas residuales (NOMs), entre otros.

6. Petitorios.

PRIMERO: que el presente informe sea tomado en cuenta para realizar las acciones de esta H. Relatoría Especial.
SEGUNDO: que en su momento esta H. Relatoría Especial sobre el derecho humano al agua potable y al saneamiento emprenda acciones para que el Gobierno Mexicano proteja y garantice el derecho humano al agua.
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